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 ACCIONANTE: LUZ MIREYA CATAÑO LONDOÑO
ACCIONADA: POSITIVA ARL
ASUNTO: CONFIRMAR FALLO 

DERECHO DE PETICIÓN/ Vulneración cuando respuesta no resuelve el fondo del asunto o carece de claridad y coherencia
“(…) Positiva Compañía de Seguros con el escrito de impugnación adjuntó la misma respuesta que le envió a la señora Cataño Londoño y que tiene que ver una solicitud de la del 7 de julio de 2015, lo que significa que aún no sido resuelta su petición del 30 de septiembre de 2015, máxime que la actora indicó que ya ha radicado en tres (3) oportunidades la documentación exigida por la entidad demandada. De tal manera, que en el caso sub examine las circunstancias que llevaron a la accionante a solicitar la intervención del juez de tutela para salvaguardar su derecho fundamental de petición, no se ha superado (…)”
Cita: Corte Constitucional, sentencia T-142 de 2012.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira,  primero (1º ) de marzo de dos mil dieciséis (2016)

Aprobado por Acta No.166
Hora: 1:25 p.m.                
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la apoderada de Positiva Compañía de Seguros S.A. contra del fallo de tutela emitido el 22 de diciembre de 2015 por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda.

2. RESUMEN DE LOS HECHOS
2.1. Informó la señora Luz Mireya Cataño Londoño que comenzó a cotizar al sistema de seguridad social como independiente a Porvenir por concepto de pensiones, a Positiva por riesgos laborales y en salud a Cafesalud.  En el mes de mayo de 2015 se dio cuenta que pese a que se estaban haciendo los aportes a la Compañía de Seguros Positiva, no aparecía como afiliada.  Por lo tanto,  el 24 de junio de 2015 se afilió a Positiva Compañía de Seguros  y a la vez solicitó el reintegro del valor de los aportes que consideró injustamente venían percibiendo, pero dicha solicitud fue negada con fundamento en que si bien estaba amparada, no aparecía inscrita.

El 30 de septiembre de 2015 presentó un derecho de petición solicitándoles nuevamente el reembolso indicado anteriormente, el cual fue rechazado por cuanto no aportaba los documentos requeridos cuando ya los había allegado en tres oportunidades. Por tal razón, consideró la accionante que Positiva no le ha dado una respuesta de fondo.
2.2. En el acápite de pretensiones, la accionante solicitó que se ampare su derecho de petición y en tal sentido, se ordene a Positiva Compañía de Seguros que en el término de 48 horas contados a partir de la notificación del fallo, proceda a pronunciarse de fondo sobre su petición radicada el 30 de septiembre de 2015.

2.3. Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) respuesta emitida por Positiva a la solicitud del 7 de julio de 2015; ii) certificado de Bancolombia en el sentido de que la actora registra una cuenta de ahorros; iii) correo electrónico del 6 de noviembre de 2015 donde Positiva le responde la petición; iv) formulario de vinculación como independiente a la ARL Positiva; v) derecho de petición radicado en Positiva el 30 de septiembre de 2015 y vii) formatos de aportes  a la ARL Positiva correspondiente a los meses de marzo, abril,  mayo y junio (Fls. 5-16)
3. RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA 

3.1. POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS 
Informó que esa compañía dio respuesta de fondo, clara y precisa al derecho de petición a la radicado por la actora el 30 de septiembre de 2015, mediante oficio enviado a su correo electrónico luz-mirella@hotmail.com, del cual se adjunta una copia y en el que se le requirieron unos documentos solicitados por la Gerencia de Recaudo y Cartera, los cuales no han sido allegados por la accionante.

Por lo tanto, consideró que en este caso se está frente a una carencia actual de objeto y por tal razón, solicitó que se declare improcedente la presente acción. (Fls. 20 y 21) 

Adjuntó copia de la respuesta enviada a la accionante, visible a folio 22.
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 22 de diciembre de  2015, el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda, resolvió tutelar el derecho de petición a la señora Luz Mireya Castaño Londoño y como consecuencia, ordenó a la ARL Positiva Compañía de Seguros el término de 48 horas, contadas a partir del día siguiente de la notificación del presente fallo, procediera a contestar el derecho de petición presentado por la accionante el 30 de septiembre de 2015.   (Fls. 29-32)
La ARL Positiva fue notificada del fallo mediante correo electrónico del 28/12/2015

5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

La ARL Positiva radicó el 31 de diciembre de 2015 un escrito mediante el cual indicó su inconformidad con el fallo de primera instancia, pronunciándose en los mismos términos en que lo hizo cuando contestó la demanda de tutela y solicitó que fuera revocada la misma y en su lugar, se declarara un hecho superado.  (Fls. 35 al 37)
Se anexó copia del oficio dirigido a la accionante donde se expresa que se le da respuesta a su solicitud de devolución de aportes del 7 de julio de 2015 (folio 38).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico  

Sería del caso entrar determinar si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó el impugnante.
6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. Para esta Sala es importante resaltar que el derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

6.5.1. En la Sentencia T-142 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.  Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.6”

6.5.2. Ahora bien, frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente:
“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.
 
Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos…”

A su vez, el artículo 14º de dicha normatividad, reza: 

“Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:
 
1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.
 
2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.
 
Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.
6.6. DEL CASO EN CONCRETO

6.6.1. De conformidad con las pruebas arrimadas con la demanda de tutela, la Sala observa que la señora Luz Mireya Cataño Londoño radicó el 30 de septiembre de 2015 una petición ante Positiva Compañía de Seguros en la que solicitó la devolución de los aportes realizados en los meses de enero a junio de 2015 por cuanto en ese período no figuraba con vinculación mediante contrato (folio 11).
6.6.2. Por su parte, Positiva Compañía de Seguros insiste que a la accionante ya se le contestó su petición y para ello adjuntó copia de la respuesta emitida a la señora Cataño Londoño, en la que se advierte lo siguiente (folio 5): 

“Ref.: Respuesta solicitud de devolución de aportes a la seguridad social en riesgos laborales del, 07 Julio de 2015.   (Subraya fuera de texto original)
Al respecto me permito informarle que el fundamento legal en que se amparó la Compañía para dar la primera respuesta de su comunicación es el concepto 2001042981-3 del 3 de diciembre del 2001 emitido por la superintendencia Bancaria (hoy financiera) en donde manifestó: "...en los casos que el empleador cotice por uno varios de sus trabajadores en forma oportuna y consecutiva, sin surtirse previamente el proceso de afiliación, seria procedente considerarlo afiliado para efectos de la causación de las prestaciones del sistema...”, es por esto que POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A. establece no procedente su solicitud, teniendo en cuenta que en nuestra base de datos usted no contaba con una afiliación vigente para el periodo recaudado; los pagos efectuados ya fueron causados e imputados dentro de los sistemas de información de la Compañía.

Teniendo en cuenta lo anterior, con el fin de legalizar su afiliación como trabajador independiente solicitamos remitir a la Gerencia de Afiliaciones y Novedades los siguientes documentos:

Contratista independiente:

 Fotocopia documento de identificación.
Fotocopia de los contratos por prestación de servicios vigentes o prorrogas que haya obtenido durante los pagos realizados sin afiliación.

Fotocopia de la afiliación o certificación a la EPS y AFP y copia de los pagos efectuados

 Certificación de los contratos de los periodos respectivos.

Si usted actualmente no cuenta con los requisitos establecidos por la Ley (Decreto 2800 del 2003), para legalizar su afiliación, le solicitamos abstenerse de continuar realizando los aportes a nuestra Administradora de Riesgos Laborales, ya que el pago no lo exonera de realizar este trámite. Así mismo, si dentro de las fechas en las que efectuó el pago de estos aportes usted se encontraba afiliado a otra Administradora de Riesgos Laborales y por equivocación pago a nombre de POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A., lo invitamos a enviarnos la constancia de afiliación expedida por dicha Administradora para proceder a transferir las cotizaciones a la ARL correspondiente.”  (Negrillas originales)
6.6.3.  La Sala con fundamento en la jurisprudencia constitucional a la que se hizo relación en el acápite anterior, reitera que el derecho de petición no lleva implícito una respuesta favorable a las solicitudes elevadas ante la administración. De esta forma, la citada prerrogativa no se ve vulnerada si la entidad emite una respuesta que no satisface las pretensiones del peticionario, tal como lo ha reiterado la  Corte Constitucional cuando ha señalado que: “el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.”
. 
Sin embargo  lo acabado de indicar, Positiva Compañía de Seguros con el escrito de impugnación adjuntó la misma respuesta que le envió a la señora Cataño Londoño y que tiene que ver una solicitud de la del 7 de julio de 2015, lo que significa que aún no sido resuelta su petición del 30 de septiembre de 2015, máxime que la actora indicó que ya ha radicado en tres (3) oportunidades la documentación exigida por la entidad demandada. De tal manera, que en el caso sub examine las circunstancias que llevaron a la accionante a solicitar la intervención del juez de tutela para salvaguardar su derecho fundamental de petición, no se ha superado.  Por tal razón, se confirmará el fallo de primera instancia.  
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 22 de diciembre de 2015 por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira dentro de la acción de tutela presentada por la señora Luz Mireya Cataño Londoño en contra de Positiva Compañía de Seguros.

SEGUNDO: Notificar esta decisión a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria

� M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero 





� Sentencia T-146 de 2012
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